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mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 26 de diciembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

5675 ORDEN 111/05300/1983, de 26 de diciembre, por 
la que se se dispone el cumplimiento de la senten­
cia del Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 
de octubre de 1983, en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don Luciano García 
García, Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Luciano García 
García, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supre­
mo de Justicia Militar de 3 de marzo y 9 de junio de 1982, se 
ha dictado sentencia con fecha 14 de octubre de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Luciano García García contra las resoluciones de la 
Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 3 
de marzo y 9 de junio de 1982, las que anulamos en cuanto 
fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 
por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese porcentaje, y 
manteniendo los demás pronunciamientos de las resoluciones 
impugnadas Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades, que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio dé Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 26 de diciembre de 1983.—P D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi­
chavila Pallarés

Excmo. Sr. Teniente general Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

5676 ORDEN 111/05301/1983, de 26 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 10 de 
octubre de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Rogelio Castilla Alcal­
de Sargento de Infantería.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre parles de una, como demandante, don Rogelio 
Castilla Alcalde, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 13 de julio de 1982, se ha dictado 
sentencia con fecna 10 de octubre de 1983, cuya parte dispositiva 
es- como sigue:

«Fallamos. Que aceptando el allanamiento del defensor de la
Administración a! contestar a la demanda a la pretensión prin­
cipal del recurrente, estimamos en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Rogelio Castilla Alcalde, con­
tra la resolución de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 13 de julio de 1982, desestimatoria de 
recurso de reposición, la que anulamos en cuanto fija la pen­
sión de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del 
haber regulador, debiendo dictar nuevo acuerdo señalándose en 
ese porcentaje, v confirmando las demás decisiones de las reso­
luciones impugnadas; sin imposición de las costas causadas en 
este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmemos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa

número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 26 de diciembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

5677 ORDEN 111/05305/1983, de 26 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 25 de 
octubre de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Gonzalo Díaz Reinante, 
ex-Cabo de Artillería de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Gonzalo Díaz 
Reinante, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, de 10 de diciembre de 1981 y 3 de marzo 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 25 de octubre de 1983, 
cuya parte, dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que t -optando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Gonzalo Díaz Reinante, contra las resoluciones de la 
Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
10 de diciembre de 1981 y 3 de marzo de 1982, las que anula­
mos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía 
inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese 
porcentaje y manteniendo los demás pronunciamientos de las 
resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 26 de diciembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

5678 ORDEN 111/05306/1983, de 26 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
septiembre de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Antonio Bolaño 
Sande, Carabinero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Antonio Bolaño 
Sande, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda­
da, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 8 de abril y 24 de septiembre de 1981, se 
ha dictado sentencia con fecha 27 de septiembre de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada por el 
Abogado del Estado y con estimación del presente recurso inter­
puesto por don Antonio Bolaño Sande, ex-Carablnero, contra 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 8 de abril 
y 24 de septiembre de 1981, este último desestimatorio del recur­
so de reposición, por los que se fijó pensión de retiro al recu­
rrente, derivada de los beneficios del Real Decreto-ley 8/1978, 
a que estas actuaciones se contraen, debemos anular y anula­
mos, como ajustados a derecho, los mencionados acuerdos, y 
en su lugar declaramos la procedencia de que la citada 
pensión de clases pasivas sea fijada con el porcentaje del 
90 por 100 sobre la correspondiente base reguladora, con los 
efectos legales consiguientes. Sin efectuar especial imposición 
de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del listado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando,- lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27


